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///la ciudad de San Isidro, a los     18      días del mes de septiembre de dos mil ocho, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores ROGER ANDRE BIALADE, JUAN IGNACIO KRAUSE y MARIA IRUPE SOLANS, para dictar sentencia en el juicio: “Csik Ladislao Bernardo Jorge s/ quiebra s/ incidente de verificación de créditos (por Fisco Nacional)” causa nº 105.394; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause, Bialade y Soláns, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S
1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

1º) La sentencia de fs. 50/51 declaró inadmisible el crédito insinuado por el Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos) en concepto de deuda previsional de autónomos. Rechazó así el incidente de verificación promovido, imponiendo las costas por su orden atento a la modificación del criterio que a su respecto adoptó la sentenciante. 

Apela la incidentista, conforme los agravios presentados a fs. 54/60.

 2º) La Sra. Juez “aquo” consideró que la pretensión originada en el reclamo de cuotas adeudadas por el fallido en concepto de aportes al régimen previsional de trabajadores autónomos, establecido para lograr el otorgamiento del beneficio jubilatorio, es improcedente, toda vez que la consecuencia de su falta de pago se limita a la imposibilidad de obtener su jubilación. Afirma que no se trata de una deuda ejecutable como lo es cuando el deudor es el empleador en una relación de dependencia.

Básicamente, sostiene la recurrente que el fallo en crisis vulnera la estructura general del régimen previsional (arts. 8 y 13 inc. b de la ley 24.241), toda vez que el sistema de reparto funciona con el aporte de todos los afiliados; una vez producida la incorporación al sistema, los aportes son obligatorios, con fundamento, en lo inmediato, para financiar el régimen que sostiene a los beneficiarios en la actualidad y, hacia el futuro, para poder acceder a tal beneficio. Alega, al respecto, que los aportes previsionales, ya sea con destino al régimen público o al de capitalización, no son el precio de la jubilación futura que se paga por anticipado, sino una obligación objetiva con el sistema previsional y cuya finalidad es el financiamiento de las prestaciones de los pasivos y no necesaria o exclusivamente de las que eventualmente le puedan corresponder al propio aportante o a sus derechohabientes. Por lo demás, aclara que conforme el art. 3º del dec. 507/1993 ratificado por la ley 24.447, se designó a la Dirección General Impositiva (D.G.I.) a los efectos de la aplicación, recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de la seguridad social, correspondientes a los Regímenes Nacional de Jubilaciones y Pensiones de los trabajadores en relación de dependencia o autónomos, disponiendo que dichos fondos fueran transmitidos a la Administración Nacional de Seguridad Social (A.N.S.E.S.). 

3º) La afiliación es el vínculo que se establece por imperio de la ley entre el trabajador y el sistema previsional, en virtud del cual nacen las obligaciones y derechos que conforman la relación entre ambos. Esta afiliación es de carácter imperativo; es decir, constituye una obligación legal que se configura por el sólo hecho de desarrollar tareas en relación de dependencia o en forma autónoma (arts. 2° ap. a) y b) de la ley 24.241; Cámara Civil y Comercial Bahía Blanca, causa 55.078, del 17-5-2007).

Tal obligatoriedad se compadece con los fines de protección social a los cuales responde el sistema integrado de jubilaciones y pensiones que, en el régimen previsional público, se sustenta en un sistema de reparto asistido, basado en el principio de la solidaridad  (art. 1°, 16 y cc. de la ley 24.241). Responde así la ley al mandato constitucional por el que el Estado debe otorgar los beneficios de la seguridad social con carácter integral, obligatorio e irrenunciable, principios rectores que caracterizan el mencionado fundamento de la solidaridad (art. 14 “bis” de la Constitución Nacional; Ekmedkdjian, Miguel Angel “Tratado de Derecho Constitucional”, p. 84; Zuretti (h.), Mario E., Pirolo, Miguel Angel “La seguridad social en la argentina” LA LEY 1980-D, 967).

En el caso no está discutido que el fallido se encuentra inscripto en el régimen de autónomos, en la categoría “D” (Reglamentación de la ley 24.241, dec. 433/94 art.1°) merced a la actividad lucrativa que desarrolla como ingeniero civil (documental de fs. 5/7), siendo –por lo expuesto- su afiliación obligatoria (arts. 2 ap. b), inc. 2° de la ley 24.241). En tal condición los aportes previsionales, establecidos en el art. 11, párrafo 2° de la ley 24.241 también son obligatorios (arts.8° y art. 10 inc. “C” de la ley 24.241). 

A mayor abundamiento he de destacar que aún en los supuestos de “afiliación voluntaria” previstos por el art. 3º de la ley 24.241, el vínculo subsiste y genera obligación de aportar mientras no se denuncie su cese ante la autoridad de aplicación, sin perjuicio de la caducidad de la misma cuando se adeudaren seis mensualidades consecutivas de aportes (art. 1º del decreto reglamentario 433/1994). En este orden de ideas, puede afirmarse que el carácter de voluntario es una característica constitutiva de la afiliación al régimen por parte de los sujetos que no desarrollen alguna de las actividades enunciadas en el art. 2 de la ley 24.241, mas –incluso en estos casos- producida esta afiliación voluntaria, el ingreso de los respectivos aportes devengados hasta la baja o la caducidad de aquella pierde la condición de voluntariedad, tornándose en obligatorio (Guillermo A. Ramírez, Claudio D. Burtín, “Aportes de los trabajadores autónomos ¿obligatorios o voluntarios?, ERREPAR, Doctrina Laboral y Previsional Nº 245, enero de 2006, p. 29/36,).

Ello sentado, y en el sentido hasta aquí interpretado de la normativa previsional, puede verse como el hecho de que el beneficio jubilatorio sea un derecho inherente a la persona, no necesariamente se deriva –contrariamente a lo afirmado por la sentenciante- que resulte disponible para la misma el ingreso de los aportes como trabajador autónomo, porque –como se vio- esto no es un derecho sino una “obligación” en los términos de la ley 24.241 (Guillermo A. Ramírez, Claudio D. Burtín, “Aportes de los trabajadores autónomos ¿obligatorios o voluntarios?, ERREPAR, Doctrina Laboral y Previsional Nº 245, enero de 2006, p. 29/36, ya citado).

Así entonces, al igual que los trabajadores dependientes y en razón del carácter contributivo del sistema integrado de jubilaciones y pensiones, los trabajadores autónomos se hallan obligados al ingreso de aportes personales, que tienen por finalidad no sólo beneficiar al propio trabajador sino ,además, a financiar las prestaciones del régimen previsional todo (arts. 18, inc. “c” de la ley 24.241; Cám. Apel. Civ. Y Com. de Lomas de Zamora, 18-12-2007, LL.BA. 2008, abril, 318 ).

No empece a ello la inexigibilidad de la deuda a la que alude el art. 1º de la ley 24.476, pues, tal como se desprende de su texto, ella se refiere exclusivamente a los períodos devengados con anterioridad al 30-9-93 y depende además de que el contribuyente no “renuncie” tácitamente a tal inexigibilidad, al incorporar tales períodos –o parte de ellos- en el plan de regularización de deuda creado por la misma ley. Como corolario de ello toda deuda que se devengue por tal concepto a partir del 1º de octubre de 1993 inclusive, será ejecutable (Juan Marcelo Villoldo, “Los aportes al régimen de autónomos son obligatorios”, El Derecho del 28-12-1997). 

Y es que, precisamente, como la exigibilidad de los aportes de los trabajadores autónomos no se encontraba en discusión, es que fue necesario que, precisa y expresamente, por ley se estableciera su inexigibilidad, beneficio, claro está, que no podrá tener otros alcances que los reconocidos por la ley que lo dispuso, esto es, para los períodos 9/1993 y anteriores. Así entonces lo dispuesto por el art. 1º de la ley 24.476 en modo alguno puede servir de fundamento para desestimar las pretensiones del Fisco correspondientes a los períodos 10-1993 en adelante (Guillermo A. Ramírez, Claudio D. Burtín, artículo citado).

En cuanto a la ejecutabilidad de los aportes previsionales, mediante el art. 3º del dec. 507/93, ratificado por la ley 24.307, y dec. 863/98 se modificó el art. 2º del dec. 2741/91, estableciéndose expresamente que la A.F.I.P. será la encargada de la aplicación, recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de la seguridad social correspondientes a los regímenes nacionales de jubilaciones y pensiones, sean de trabajadores en relación de dependencia o autónomos. Es claro, entonces, que la AFIP, como órgano recaudador de los recursos de la seguridad social, tiene la potestad de ejecutar judicialmente la deuda proveniente de la falta de pago de los aportes con destino al régimen nacional de jubilaciones y pensiones de autónomos (Juan Marcelo Villoldo, “Los aportes al régimen de autónomos son obligatorios”, El Derecho, 28-12-1997, ya citado). 

En razón de lo expuesto propongo a V.V.E.E. revocar, en este aspecto, el pronunciamiento recurrido. 

4°) Conforme surge del dictamen del síndico obrante a fs. 47/48 la verificación de los créditos reclamados por la A.F.I.P. en el presente incidente –correspondientes a pasivos por la deuda previsional de autónomos y de aportes y contribuciones impagas adeudadas por el fallido por los períodos comprendidos entre marzo de 1998 y noviembre de 1999- resulta procedente, por cuanto son la continuidad de los saldos de la deuda concursal que ya fuera verificada en la oportunidad del art. 32 de la ley 24.522 en forma parcial; se trata de los tramos posteriores que no habían sido verificados oportunamente, esto es los períodos comprendidos hasta la fecha de declaración en quiebra (diciembre de 1999). 

Por otra parte, tal como lo señala el síndico, se advierte que los títulos presentados como fundamento de las pretensiones de verificación, gozan de la presunción de legitimidad que prevé la ley 19.549 -art. 12-, y mientras no sean impugnados o cuestionados por el fallido o por el síndico, con suficiente fundamento, constituyen causa bastante del crédito insinuado (Cám. Nac. Com sala "E", 16-9-97, "Walas, Ricardo s/ conc. s/ inc. de rev. por DGI"; sala "B", 17-12-97, "Clínica Rivadavia S.A. s/ quiebra s/ inc. de rev. por DGI", sala "E", 12-8-98, "Quesoro S.A. s/ quiebra s/ inc. de verificaci¢n por MCBA", "Santangelo, Jos‚ s/ quiebra s/ inc. de revisión por Dirección Nacional de Recaudación Previsional" 23/10/92). Tal el caso de los certificados de deudas glosados a fs. 11 y a fs. 17, los que son claramente justificativos del crédito reclamado, discriminado entre capital (con privilegio general) e intereses (con carácter quirografario), suscriptos por funcionarios de la A.F.I.P. 

La presunción de legitimidad consiste en la suposición de que el acto fue emitido "conforme a derecho", es decir que su emisión responde a todas las prescripciones legales (Marienhoff, Tratado de Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot 1966, Tomo II, p g. 369). Una de sus consecuencias es que quien pretende la ilegitimidad del acto administrativo debe alegar y probar lo pertinente (C.S.J.N, Fallos, tomo 190, pág. 154, in re "S.A. Ganadera Los Lagos c/ Nación s/ nulidad de decreto en nota 380, obra citada, pág. 371/2; nota 381). En este sentido cabe agregar que, los instrumentos mencionados no sólo documentan un acto que goza de presunción de legitimidad, sino que constituyen instrumentos públicos en los términos del art. 979 inc. 2do. del Código Civil (conf. causas 89.820 r.i. 758/2002 y 102.439 r.s.d. 172/2007).

Entonces, resulta así aplicable al caso la doctrina legal que emana de nuestro Superior Tribunal en cuanto a que, siendo que los instrumentos públicos -tal las liquidaciones de deuda previsional- hacen plena fe hasta que sean argüidos de falsos (art. 993, Cód. Civil), trámite que en autos no fue efectivizado, corresponde tener por satisfecha la exigencia requerida por los mencionados arts. 32 y 202 de la ley falencial (Ac. 76242 del 7-2-2001, 77463 del 18-7-2001 y 80.920 del 17-10-01).

Corresponde, pues, admitir los agravios y declarar verificado el crédito insinuado por el Fisco Nacional en concepto de deuda emergente de la seguridad social, por el capital de $8.760,59 con carácter de privilegio general, y de $3.705,21 en concepto de intereses con carácter de crédito quirografario (arts. 246, 248 de la ley 24.522).

Voto por la negativa.
A la misma cuestión, los señores Jueces doctores Bialade y Soláns por iguales consideraciones, votaron también por la negativa.

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:
Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior, corresponde: a) revocar el pronunciamiento recurrido, b) admitir la verificación del crédito de la incidentista por el capital de OCHO MIL SETECIENTOS SESENTA pesos con 59/00 ($8.760,59) con privilegio general, y de TRES MIL SETECIENTOS CINCO pesos con 21/00 ($3.705,21) en concepto de intereses con carácter de crédito quirografario; c) las costas, en ambas instancias se imponen en el orden causado por no haber mediado oposición (art. 68 , 2° párrafo y 274 del C.P.C.C.), difiriéndose la regulación de honorarios para la oportunidad en que se encuentren regulados los de la instancia de origen (art. 31 ley 8904). 


ASI LO VOTO
A la misma cuestión los señores Jueces doctores Bialade y Soláns, por iguales motivos votaron en el mismo sentido.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:
           S E N T E N C I A
POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo: a) se revoca el pronunciamiento recurrido, b) se admite la verificación del crédito de la incidentista por el capital de OCHO MIL SETECIENTOS SESENTA pesos con 59/00 ($8.760,59) con privilegio general, y de TRES MIL SETECIENTOS CINCO pesos con 21/00 ($3.705,21) en concepto de intereses con carácter de crédito quirografario; c) las costas, en ambas instancias se imponen en el orden causado por no haber mediado oposición (art. 68 , 2° párrafo y 274 del C.P.C.C.), difiriéndose la regulación de honorarios para la oportunidad en que se encuentren regulados los de la instancia de origen. 
Reg. y dev. 

